
Informe sobre la Trata de Personas en Colombia 2023 

COLOMBIA (Nivel 1) 
El Gobierno de Colombia cumple con los estándares mínimos para la eliminación de la trata de 

personas.  Más aun, considerando el posible impacto que haya tenido la pandemia de COVID-

19 sobre su capacidad para enfrentar la trata de personas, Colombia permaneció en el Nivel 1 

en la medida en que el gobierno continuaba demostrando esfuerzos serios y continuos 

durante el período del informe.  Estos esfuerzos incluyeron la adopción de un protocolo de 

identificación de víctimas de trata para migrantes, la identificación de más víctimas, el 

desarrollo de una estrategia para los fiscales contra la trata y la alianza con organizaciones 

internacionales para capacitar a los inspectores de trabajo en temas de trabajo 

forzoso.  Aunque el gobierno cumple con los estándares mínimos, las autoridades judiciales 

no procesaron penalmente ni condenaron los casos de trata de personas con fines de 

explotación laboral, y los esfuerzos para procesar o condenar a los funcionarios cómplices 

fueron insuficientes.  Las condenas por trata disminuyeron por cuarto año consecutivo y 

alcanzaron un mínimo de 10 años.  A pesar de representar el 95 por ciento de aquellos que 

fueron identificados, las víctimas adultas de trata y la trata laboral no recibieron los servicios 

adecuados. 

RECOMENDACIONES PRIORITARIAS: 
• Combatir el trabajo forzoso al identificar proactivamente a las víctimas e investigar y 

judicializar penalmente a los traficantes con fines de explotación laboral. 

• Autorizar y financiar a los ministerios y agencias gubernamentales para que éstos a su 

vez proporcionen a los departamentos y municipios los fondos para la prestación 

directa y especializada de servicios para las víctimas adultas de la trata de personas y 

trabajo forzoso, lo que redunda en la mejora de los servicios a las víctimas. 



• Investigar y enjuiciar penalmente a los funcionarios que son cómplices de facilitar o 

perpetrar delitos relacionados con la trata de personas. 

• Investigar y enjuiciar enérgicamente los delitos de trata, y buscar penas adecuadas 

para los traficantes condenados, incluyendo penas de prisión significativas. 

• Garantizar que las víctimas no sean penalizadas inapropiadamente únicamente por 

los actos ilegales cometidos como resultado directo de la trata. 

• Revisar la definición de la trata de personas en virtud de la ley colombiana para 

alinearla más estrechamente con la definición del Protocolo TIP de la ONU de 2000. 

• Redactar, aprobar y financiar un protocolo de identificación de víctimas para la 

aplicación de la ley y capacitar a las autoridades para su uso. 

• Ampliar la capacitación de los funcionarios fronterizos sobre el protocolo 

recientemente desarrollado que identifica a las víctimas migrantes, y establecer un 

mecanismo de derivación para encaminar los casos de trata hacia la judicialización 

penal. 

JUDICIALIZACIÓN 
El gobierno realizó esfuerzos mixtos de judicialización por tráfico sexual, pero no hizo los 

esfuerzos adecuados para judicializar el tráfico laboral.  El Artículo 188A del Código Penal 

tipificaba como delito la trata sexual y laboral y establecía penas entre 13 y 23 años de cárcel 

además de multas entre 800 y 1.500 veces el salario mínimo mensual.  Las penas previstas en 

el Artículo 188A son suficientemente severas y, con respecto a la trata sexual, proporcionales 

a las establecidas para otros delitos graves como la violación.  El Artículo 188A del Código 

Penal es incompatible con la definición de trata de personas en virtud del derecho 

internacional, ya que la ley no incluye la fuerza, el fraude o coacción como elementos 

esenciales de un delito de trata de personas.  La ley tipifica como delito el reclutamiento 

forzado de niños y las actividades delictivas forzadas por parte de grupos armados ilegales 

bajo estatutos separados; sin embargo, las autoridades no consideraron ni investigaron estos 



delitos como posible trata de personas, incluso en casos que parecen encajar dentro de la 

definición de trata en el derecho internacional.  La Fiscalía General de la Nación investigó y 

judicializó algunos delitos de trata sexual en virtud de otras disposiciones del Código Penal, 

entre ellos el Artículo 213 "inducción a la prostitución", el Artículo 214 "coacción para ejercer 

la prostitución", el Artículo 213A "proxenetismo con un menor de edad" y el Artículo 217A  

"demanda por explotación sexual comercial de persona menor de 18 años de edad ".  Las 

penas establecidas en virtud de esas leyes eran similares a las establecidas en el Artículo 188A, 

con excepción del Artículo 214, que sólo establecía penas de nueve a 13 años de cárcel y una 

multa. 

Según informes públicos del gobierno, la Unidad de Delitos Sexuales de la Policía Nacional 

abrió 210 casos de trata de personas en virtud de los Artículos 214, 213A y 217A del Código 

Penal, en comparación con 309 casos en 2021.  En 2022, los funcionarios de Policía Judicial 

arrestaron a 26 sospechosos de trata y delitos relacionados.  La FGN investigó 53 posibles 

casos de trata, incluidos 41 por tráfico sexual, que involucraban a 21 personas y 12 por trabajo 

forzado, que involucran a seis personas.  La FGN investigó a un individuo por matrimonio 

servil, pero no estaba claro si esto constituía un caso de trata tal como se define en el derecho 

internacional.  Además, también investigó 258 casos de trata no especificada que 

involucraban a 132 personas, incluidos tres casos con factores agravantes como la edad o la 

inmadurez psicológica de la víctima.  Esto se compara con 226 posibles casos de trata, 

incluidos siete casos de trabajo forzoso que involucraron a nueve personas en 2021, y 185 

posibles casos de trata en 2020.  En 2022, la FGN judicializó a una persona por tráfico sexual 

utilizando el artículo 188A y a 68 personas por delitos de trata sexual utilizando varios 

artículos diferentes del código penal.  Lo anterior se compara con la judicialización de 70 

acusados de tráfico sexual en 2021 y 65 en 2020.  La FGN no judicializó penalmente a ningún 

traficante con fines de explotación laboral.  Las autoridades judiciales informaron haber 

condenado a cuatro traficantes sexuales, en comparación con ocho en 2021 y 22 en 2020.  Los 

tribunales no condenaron a ningún traficante de personas con fines de explotación laboral y 

en años anteriores solo condenaron a uno de estos traficantes en 2018.  En 2022, Colombia 

tuvo el menor número de condenas en una década, y las autoridades judiciales no 

compartieron datos sobre las sentencias impuestas a los traficantes condenados.  La FGN 



informó que investigó y judicializó algunos delitos de trata de personas como otras formas de 

explotación sexual, incluidos 213 casos de posible tráfico sexual, que involucró a 221 

personas, y judicializó 16 casos de tráfico sexual, que involucraron a 23 personas. 

Numerosas disposiciones que penalizaban los delitos de trata de personas en el Código Penal 

dieron lugar a una respuesta incoherente por parte de las fuerzas del orden y  la fiscalía.  Los 

mecanismos de protección inadecuados para las víctimas podían afectar su voluntad de 

cooperar con las fuerzas del orden en los casos contra los traficantes, lo que a su vez podía 

obstaculizar los esfuerzos de los fiscales para condenar los delitos de trata de personas.  Según 

un informe de prensa investigativo, los fiscales y funcionarios de Policía Judicial no entendían 

el delito, había una falta de evaluación centrada en la víctima y no contaban con información 

sobre su trauma para así tener los indicadores de la trata.  Todo lo anterior obligaba a las 

víctimas a volver a contar su historia en numerosas ocasiones, lo que llevó a la 

revictimización.  Las autoridades no tenían un protocolo para conectar a los inspectores 

laborales con la policía o para remitir las violaciones laborales para realizar una investigación 

criminal.  Una ONG observó que los jueces y fiscales carecían de capacitación sobre la 

tipificación adecuada del delito en el código penal, lo que dio lugar a la identificación errónea 

de las víctimas. 

La corrupción y la complicidad oficial en delitos de trata continuaron siendo motivo de gran 

preocupación.  Si bien el gobierno investigó y arrestó a algunos funcionarios cómplices, las 

autoridades a menudo optaron por medidas disciplinarias en lugar de una judicialización 

penal; una respuesta que no está a la altura de la gravedad del delito y que obstaculizó los 

esfuerzos por combatir la trata.  En diciembre de 2022, las autoridades de Cartagena 

arrestaron a un oficial de policía- asignado a la unidad de protección infantil- por explotar a 

niños en el tráfico sexual.  Esta persona fue detenida y quedó a la espera de juicio al final del 

período de elaboración de este informe.  A principios de 2023, un ex funcionario de alto rango 

del gobierno, acusó a los funcionarios electos de explotar a los asesores del Congreso en el 

tráfico sexual.  En enero de 2023, la FGN abrió una investigación sobre las acusaciones, y el 

caso permaneció abierto.  En 2021, el gobierno informó que registró 40 investigaciones sobre 

la complicidad de funcionarios en los delitos de trata entre 2010 y 2021, incluido el caso de 



2021 de un fiscal y un Funcionario de Policía Judicial, acusados de delitos de trata de 

personas.  Los funcionarios no informaron haber judicializado o condenado a ninguno de los 

presuntos funcionarios cómplices.  En años anteriores, algunos funcionarios señalaron 

indulgencia judicial hacia los funcionarios públicos involucrados en delitos de trata. 

En algunos casos con el apoyo de organizaciones internacionales,  las autoridades capacitaron  

a oficiales de inmigración, policía y miembros de la FGN sobre la ley, las tácticas de 

reclutamiento por parte de los traficantes y la investigación y judicialización de los delitos de 

trata.  Las autoridades colaboraron con los países de la región y organizaciones 

internacionales en operaciones policiales relacionadas con la trata.  En 2022, los oficiales 

investigaron un caso de trata con España y Ecuador que condujo al arresto de un traficante, y 

otro con Francia y España que condujo al arresto de 12 presuntos traficantes. 

PROTECCIÓN 
El gobierno mantuvo esfuerzos de protección inconsistentes.  Como en años anteriores, los 

servicios continuaron siendo limitados y los esfuerzos insuficientes para satisfacer las 

necesidades de las víctimas.  La mayoría de las víctimas de trata identificadas eran adultos 

quienes no recibieron la protección adecuada, a largo plazo, que les ayudara a su 

recuperación.  El gobierno identificó a 148 víctimas de trata, de las cuales 122 fueron 

explotadas en el tráfico sexual y 26 en el trabajo forzoso.  Las 148 víctimas incluían 123 

adultos, 25 niños; 121 mujeres y 27 hombres; 22 niñas, tres niños; 16 personas que se 

identificaron como LGBTQI+; 73 extranjeros (72 venezolanos y un brasileño); y nueve 

discapacitados.  El gobierno también identificó a 30 víctimas por explotación no especificada 

en 2022, comparada con la identificación de 140 víctimas en 2021, de las cuales 112 fueron 

explotadas en el tráfico sexual, 18 en trabajo forzoso, dos en mendicidad forzada y ocho en 

servidumbre por contrato.  En 2021, las autoridades también informaron de nueve personas 

en matrimonio servil y 32 víctimas de explotación no especificada.  No está claro si los casos 

de explotación no especificada constituyeron trata de personas según se define en el derecho 



internacional, o si las personas en matrimonio servil fueron obligadas o coaccionadas a 

casarse con fines de explotación. 

En años anteriores, el gobierno informó que los Funcionarios de Policía Judicial utilizaron un 

protocolo de identificación de víctimas desarrollado por una organización internacional; sin 

embargo, no todos los oficiales entendieron el protocolo.  Los agentes de la sociedad civil 

informaron que los oficiales no utilizaban regularmente los procedimientos de identificación 

de víctimas.  El Ministerio de Trabajo (MTSS) tenía un protocolo de identificación de víctimas 

para los inspectores de trabajo, pero no incluía un mecanismo integral de referencia para la 

judicialización penal de los traficantes con fines de explotación laboral, y el gobierno no 

informó haber utilizado el protocolo ampliamente.  En 2022, el MTSS aumentó el número de 

inspectores laborales en un 30 por ciento.  Estos inspectores tenían un amplio mandato de 

inspección y no se especializaban en la identificación del trabajo forzoso.  Según los 

funcionarios, las autoridades de inmigración tenían un protocolo de derechos humanos que 

incluía las instrucciones generales para la identificación de las víctimas de trata.  En 2022, los 

oficiales de inmigración realizaron 47 entrevistas con posibles víctimas de trata que 

pretendían abandonar el país, de las cuales solo una se quedó a raíz de la intervención del 

gobierno.  En 2021, la Corte Constitucional ordenó al gobierno desarrollar un protocolo para 

identificar a las víctimas de trata en el contexto migratorio.  En 2022, las autoridades 

aprobaron un protocolo, y el Ministerio del Interior capacitó a algunos oficiales fronterizos 

sobre su uso y remitió a 39 víctimas a centros de atención.  El Centro Operativo Anti-Trata 

(COAT) del Ministerio del Interior era la entidad centralizada responsable de la derivación de 

víctimas y tenía un mecanismo público disponible para dicho fin.  El Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar (ICBF) cuenta con un mecanismo especializado de derivación para orientar 

a las víctimas de trata a los centros de atención; sin embargo, agentes de la sociedad civil 

informaron que una vez que las autoridades admitían a los niños víctimas en el proceso 

administrativo para el restablecimiento de sus derechos, los servicios no siempre se 

especializaban en satisfacer las necesidades de las víctimas de trata.  Un informe investigativo 

afirmó que en Colombia los servicios a las víctimas eran inadecuados.  Los observadores 

informaron que las víctimas podían seguir el mecanismo de derivación del COAT de forma 



independiente; sin embargo, el mecanismo no se ocupó adecuadamente de la seguridad de 

las víctimas. 

Las organizaciones de la sociedad civil indicaron que el acceso a los servicios seguía siendo un 

desafío importante, particularmente para las víctimas adultas de tráfico sexual y trabajo 

forzoso.  Los adultos representaron el 95 por ciento de las víctimas identificadas pero no 

recibieron servicios especializados incluidos, pero sin limitarse a, los refugios donde las 

víctimas podían permanecer sin presión, tener acceso a profesionales en salud mental con 

capacitación adecuada en traumas complejos o contar con suficiente acceso a oportunidades 

de educación y empleo para apoyar significativamente la reintegración de las víctimas.  Una 

ONG informó que los servicios de salud mental eran deficientes y que contribuían a una crisis 

de salud mental entre las víctimas.  Las autoridades asignaron en el presupuesto nacional, 

fondos indirectos para la protección de las víctimas; sin embargo, un decreto presidencial 

delegó a departamentos y municipios individuales la atención y protección de las 

víctimas.  Los funcionarios del Ministerio del Interior a nivel nacional dependían de los 

municipios y departamentos locales para proporcionar atención a las víctimas.  Según los 

observadores, el Ministerio del Interior no brindó los fondos ni el apoyo suficientes a los 

municipios para la atención a las víctimas, lo que contribuyó a un enfoque inconsistente en 

todo el país que dejó a las víctimas desprotegidas y con acceso inadecuado a los servicios para 

su recuperación.  Un informe de prensa indicó que los comités técnicos municipales contra la 

trata de personas carecían de fondos suficientes y tenían problemas significativos de dotación 

de personal, ya que los funcionarios del gobierno tenían contratos a corto plazo y carecían de 

conocimientos institucionales. 

El Ministerio del Interior es responsable de proteger a las víctimas adultas y el ICBF de 

proteger a las víctimas infantiles.  La atención de emergencia a las víctimas podría incluir 

exámenes médicos y psicológicos, ropa, kits de higiene personal, emisión de documentación 

de viaje y de identidad, y albergue durante cinco días con una extensión máxima de cinco días 

adicionales.  En pocos casos, y después de la aprobación administrativa, las autoridades 

podrían proporcionar asistencia a mediano plazo, que incluiría servicios educativos, 

capacitación laboral, asistencia con la colocación laboral, apoyo económico y asistencia legal, 



incluida la protección de testigos.  En 2022, las autoridades proporcionaron atención de 

emergencia a 100 víctimas de trata, incluidas 40 que recibieron albergue temporal.  Los 

funcionarios no les brindaron servicios a las víctimas de trabajo forzoso identificadas.  Esto 

comparado con 140 víctimas asistidas en 2021, incluidas 54 que recibieron acogida 

temporal.  Según informes de los medios, el gobierno distrital de Bogotá brindó atención de 

emergencia a 59 víctimas potenciales en 2022.  Dos ONG en Cali y Medellín, en 2022, 

informaron haber ayudado a 48 víctimas adultas de trata, incluidos hombres y personas 

LGBTQI +, con el apoyo de organizaciones internacionales.  Según los informes, el ICBF atendió 

a 214 niños ex -soldados en 2022, en comparación a 158 en 2021.  La Defensoría del Pueblo 

informó haber brindado asistencia jurídica y psicológica a las víctimas de trata en 37 

casos.  Los funcionarios del ICBF no dieron detalles sobre el tipo de atención brindada a las 

víctimas de tráfico sexual infantil o trabajo infantil forzoso durante el año.  En 2022 una ONG, 

en su mayoría financiada por el gobierno, proporcionó asistencia en materia de albergue a 

114 niños víctimas de explotación sexual, incluida la trata sexual. 

Las autoridades del ICBF no contaban con espacios operados por el gobierno a donde las 

víctimas pudieran ir.  Dependían de los gobiernos regionales y los municipios, y como 

resultado, la coordinación de los servicios era poco fiable y difícil de obtener.  El ICBF financió 

parcialmente dos albergues para víctimas infantiles, uno de los cuales contaba con un equipo 

multidisciplinario capacitado para trabajar con víctimas de abuso sexual, incluido el tráfico 

sexual; sin embargo, el número de albergues y fondos proporcionados por el ICBF era 

insuficiente para brindar la asistencia integral que las víctimas necesitaban.  Los funcionarios 

locales del ICBF en Bogotá operaban un albergue para niños víctimas de explotación sexual 

comercial que podía brindar atención a las víctimas de trata, pero no informaron cuántas 

víctimas recibieron atención en 2022.  En ocasiones, las autoridades ubicaban a las víctimas en 

hoteles con base en cada caso.  La falta de financiación para las organizaciones de la sociedad 

civil posiblemente obstaculizó la capacidad del gobierno para mitigar el crimen. Las víctimas 

que no recibieron una atención adecuada tenían menos probabilidades de colaborar con las 

autoridades en casos contra los traficantes.  Según los informes, los Funcionarios de Policía 

Judicial, remitieron los casos de mendicidad infantil forzada a las comisarías- entidad 

departamental o municipal responsable de proteger a las víctimas infantiles de abuso familiar- 



en lugar de que los niños quedaran bajo la protección de las autoridades regionales del ICBF 

con el fin de evaluar los riesgos.  Por el contrario devolvieron a los niños víctimas con sus 

padres o tutores adultos,  lo que, en algunos casos, dio pie para que el ciclo de explotación 

continuara ya que los niños regresaban a la calle al día siguiente.  A pesar de las necesidades 

de estas poblaciones, el gobierno no contaba con albergues especializados para víctimas 

adultas o para cualquier persona explotada en trabajos forzosos. 

Los funcionarios del gobierno penalizaron a las víctimas de trata por delitos cometidos como 

resultado directo de haber sido objeto de la misma.  El gobierno informó sobre la acusación a 

283 víctimas de trata para finales de 2022; dichos cargos pudieron haber sido por delitos 

cometidos antes de que las autoridades los identificaran como víctimas, o por haber sido 

objeto de trata.  En años anteriores, la falta de procedimientos proactivos para identificar y 

detectar a las víctimas pudo haber terminado en la deportación de víctimas no identificadas, 

incluidos venezolanos.  Las autoridades no investigaron a las mujeres venezolanas 

involucradas en el sexo comercial a fin de encontrar indicadores de trata, muchas de las 

cuales pudieron haber sido víctimas de ésta.  En algunos casos, las autoridades deportaron a 

Venezuela a las víctimas potenciales, castigándolas por violaciones de inmigración y delitos 

cometidos como resultado directo de haber sido objeto de la trata.  En 2022, el Ministerio de 

Relaciones Exteriores facilitó la repatriación de ocho víctimas extranjeras identificadas. 

PREVENCIÓN 
El gobierno aumentó los esfuerzos en materia de prevención.  El Comité Interinstitucional 

para la Lucha contra la Trata de Personas (ICFTP), presidido por el Ministerio del Interior e 

integrado por 16 entidades gubernamentales, celebró cuatro reuniones de asesoría técnica en 

2022.  Las autoridades continuaron implementando el PAN 2020-2024, y todos los 

departamentos tenían planes territoriales para combatir la trata de personas.  En 2022, los 

funcionarios destinaron 7.600 millones de pesos colombianos (US$ 1,57 millones) y asignaron 

un monto indeterminado de ese financiamiento para implementar el PAN y así apoyar 

campañas de concientización previamente establecidas, una de ellas enfocada en el turismo 



sexual infantil en Cartagena, y otra en la operación de una aplicación telefónica utilizada para 

denunciar delitos de trata.  Durante el período del informe anterior, los funcionarios 

destinaron 3.110 millones de pesos colombianos (US$ 641.250) para el PAN y las actividades 

contra la trata.  La denuncia a través de la aplicación no era anónima y pudo haber 

obstaculizado la denuncia de delitos por temor a las represalias.  Además de la aplicación, el 

gobierno operaba diferentes líneas telefónicas directas donde cualquiera podía denunciar 

delitos, incluida una línea telefónica directa las 24 horas contra la trata de personas.  Las 

autoridades recibieron 1.285 llamadas a las líneas directas disponibles en 2022.  Se cree que el 

21 por ciento de los casos fueron de trata y se remitieron al COAT para adoptar medidas 

adicionales.  El gobierno no informó cuántas investigaciones surgieron de las llamadas, a 

cuántas víctimas se identificó o cuántos de los casos remitidos dieron lugar a procesos 

penales. 

La FGN adoptó una nueva estrategia contra la trata de personas, y los funcionarios informaron 

haber realizado tres operaciones, arrestado a 10 presuntos traficantes e identificado y 

repatriado a Colombia a ocho víctimas como resultado directo de la estrategia.  El enfoque de 

la estrategia fue combatir el tráfico de migrantes y alterar las redes delictivas transnacionales 

involucradas en la trata de personas y el tráfico de migrantes.  La capacitación insuficiente de 

los funcionarios sobre la diferencia entre la trata de personas y el tráfico de migrantes podría 

generar confusión y obstaculizar la eficacia de las autoridades judiciales para judicializar el 

delito.  En 2022, el Ministerio de Trabajo- con el apoyo de una organización internacional- 

capacitó a funcionarios de 15 direcciones territoriales sobre trabajo forzoso.  Los funcionarios 

participaron en un intercambio con los gobiernos de Ecuador y Perú para discutir formas de 

mitigar e identificar el trabajo forzoso. 

Las autoridades no reconocieron que el reclutamiento forzoso o la utilización de niños por 

parte de los grupos armados ilegales son formas de trata de personas.  Sin embargo, los 

grupos armados ilegales y las organizaciones criminales continuaron reclutando o utilizando 

por la fuerza, a niños soldados en el conflicto armado y explotando a los niños en trabajos 

forzosos y tráfico sexual.  Funcionarios del ICBF informaron que los grupos armados reclutaron 

o utilizaron a 20 niños entre enero y junio de 2022.  Según un informe, en 2022, los grupos 



armados ilegales reclutaron o utilizaron por la fuerza a 159 niños en 66 casos.  En noviembre 

de 2022, 218 ex niños soldados desmovilizados y sus familias presentaron testimonios escritos 

ante la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) en reacción al testimonio de 2021, de 26 ex 

miembros de las FARC-EP como parte del "macro caso 07" que investiga los casos históricos 

del reclutamiento o uso forzoso de niños en medio del conflicto armado.  A principios de 

2023- a solicitud de la JEP- el gobierno reconoció públicamente a los niños soldados como 

víctimas del conflicto interno de Colombia en respuesta al comentario de 2021 de un ex 

funcionario de alto nivel que llamó a los niños soldados "máquinas de guerra". 

Entre 2020 y 2022, el 37 por ciento de las víctimas identificadas eran migrantes 

venezolanos.  A finales de 2022, el país recibió a cerca de 2,5 millones de venezolanos.  Para 

febrero de 2023, 1,49 millones habían completado el proceso de regularización para recibir el 

estatus de protección temporal por 10 años, proporcionándoles acceso a una asistencia 

financiera, educación para niños en edad escolar, seguro médico, empleo y ayuda inmediata 

para cubrir sus necesidades básicas.  El gobierno tenía políticas para regular las agencias de 

contratación, incluidas las que colocaban a los trabajadores en el extranjero, y tenía 

regulaciones que prohibían las tarifas de contratación de trabajadores.  El Ministerio de 

Trabajo no informó que investigaba a las agencias de contratación por demandas fraudulentas 

de empleo, en comparación con nueve investigaciones en 2021.  En 2022, el gobierno celebró 

una alianza con otro gobierno para combatir el tráfico sexual infantil y el reclutamiento 

forzado o el uso de niños en el conflicto armado.  El gobierno no hizo esfuerzos para reducir la 

demanda de las actividades sexuales comerciales. 

PERFIL DE LA TRATA DE PERSONAS: 
Como se informó en los últimos cinco años, los traficantes de personas explotan a las víctimas 

nacionales y extranjeras en Colombia, al igual que de Colombia en el extranjero y lo han 

venido haciendo en por lo menos 28 países, entre ellos Argentina, Aruba, Bahamas, Barbados, 

Belice, Bolivia, Chile, China, Curazao, República Dominicana, Ecuador, Egipto, El Salvador, 

Francia, Guatemala, Haití, India, Jamaica, Japón, México, Panamá, Perú, Polonia, San Martín, 



España, Trinidad y Tobago, Turquía y los Emiratos Árabes Unidos, principalmente Dubai.  Los 

traficantes seducen a las víctimas con oportunidades de empleo fraudulentas para luego 

explotarlas en el tráfico sexual y el trabajo forzoso.  En 2022, el 36 por ciento de las víctimas a 

nivel nacional en casos de trata de personas provenían de Bogotá y Antioquia y el 59 por 

ciento de las víctimas fueron identificadas en Bogotá, Antioquia y Norte de Santander.  Los 

informes del gobierno indican que el 95 por ciento de las víctimas identificadas en Colombia 

eran adultos, el 74 por ciento fueron víctimas de tráfico sexual, el 16 por ciento fueron 

víctimas de trabajo forzoso y el 32 por ciento eran ciudadanos venezolanos.  Los grupos de 

alto riesgo para la trata de personas incluyen venezolanos, personas LGBTQI +, 

afrocolombianos, miembros de grupos indígenas, personas con discapacidades, migrantes, 

incluidos aquellos que viajan al norte con intenciones de cruzar el Darién, desplazados 

internos y aquellos que viven en áreas con grupos armados ilegales activos y organizaciones 

criminales.  Cerca de 2,5 millones de venezolanos vivían en Colombia, de los cuales se creía 

que el 90 por ciento trabajaba en el sector informal, corrían un alto riesgo de tráfico sexual y 

laboral.  Un informe de investigación de siete meses descubrió casos de niños venezolanos en 

Cartagena siendo explotados en la mendicidad forzada por parte de familiares y 

conocidos.  Una ONG internacional entrevistó a 2.216 migrantes venezolanos que llegaron a 

Colombia entre 2019 y 2021, de los cuales 907 informaron haber experimentado la trata de 

personas o la explotación- 324 de ellos en 2021.  Los migrantes venezolanos en ciudades 

fronterizas que trabajan en el sector informal a menudo empleaban sus ingresos diarios para 

cubrir los costos de las habitaciones de pago por día, o paga diarios, y, cuando no podían 

pagar, algunos propietarios presuntamente explotaban a los inquilinos migrantes en la 

criminalidad forzada o el tráfico sexual como medio para pagar el alquiler. 

La trata sexual de mujeres y niñas colombianas es frecuente en el país, particularmente en 

ciudades densamente pobladas y áreas turísticas y grandes industrias extractivas.  Los 

colombianos transgénero y los hombres colombianos involucrados en el sexo comercial son 

vulnerables frente al tráfico sexual dentro de Colombia y Europa.  Los traficantes reclutan a 

mujeres y niñas vulnerables, en su mayoría colombianas y venezolanas desplazadas, para que 

sean "modelos webcam"- una industria no regulada que continuó creciendo.  En algunos 

casos, los traficantes drogaban a las mujeres y niñas, empleando tácticas de miedo y coacción, 



y crearon situaciones de endeudamiento financiero y extorsión para obligar a las víctimas a 

realizar actos sexuales con transmisión en vivo.  Funcionarios gubernamentales y 

organizaciones de la sociedad civil han expresado su preocupación por la floreciente industria 

webcam y sus vínculos con el tráfico sexual. 

Los traficantes explotan a los ciudadanos colombianos en trabajos forzados, principalmente 

en actividades extractivas como la minería de carbón, oro aluvial y esmeraldas; actividades 

agrícolas en la cosecha de café y la producción de palma; actividades de mendicidad en zonas 

urbanas; y en servicios domésticos.  Los traficantes explotan a los niños colombianos que 

trabajan en el sector informal y la venta ambulante en trabajos forzados.  En 2022, una ONG 

internacional señaló que los paga diarios en Bogotá eran una puerta de entrada al 

reclutamiento de víctimas por parte de grupos criminales, que a menudo inducían a los 

migrantes a consumir drogas para crear una dependencia que los induciría a la 

criminalidad.  Los traficantes que operan organizaciones benéficas falsas ofrecían albergue a 

los migrantes en condición de vulnerabilidad para luego explotarlos en el tráfico sexual y la 

criminalidad forzada. 

 

Los grupos armados ilegales, particularmente en los departamentos de Cauca, Chocó, 

Córdoba, Nariño y Norte de Santander, reclutan o utilizan a los niños por la fuerza, incluidos 

jóvenes venezolanos, indígenas y afrocolombianos, para que sirvan como combatientes e 

informantes, cosechen cultivos ilícitos y sean explotados en el tráfico sexual.  En 2022, una 

organización internacional informó que el 77 por ciento de los municipios del departamento 

de Chocó y el 33 por ciento de los municipios en Nariño estaban en alto riesgo de 

reclutamiento de niños soldados, particularmente niños indígenas y afrocolombianos.  Según 

un informe de investigación publicado en 2023, El Tren de Aragua –la banda criminal más 

poderosa de Venezuela– y el Ejército de Liberación Nacional (ELN) operan redes de tráfico 

sexual en el municipio fronterizo de Villa del Rosario, en el departamento de Norte de 

Santander.  Estos grupos explotan a los migrantes venezolanos y a los desplazados internos 

colombianos en el tráfico sexual y se aprovechan de las vulnerabilidades económicas y los 

someten a la servidumbre por deudas.  Según las fuentes, los miembros de El Tren de Aragua 

se ganaron la confianza de sus víctimas al alojarlas en paga diarios en Colombia, brindarles 



alimentos, permitirles contraer deudas diarias y, cuando no podían pagar, explotarlas en el 

tráfico sexual.  Presuntamente marcaban a las mujeres y niñas detrás de sus orejas para 

demostrar su propiedad.  Según los informes, El Tren de Aragua utilizó el centro de transporte 

local en Cúcuta para trasladar a las víctimas de trata de personas a otros países de la región, 

incluidos Argentina, Ecuador y Perú.  Además, tenían "agentes" que facilitaban sus 

operaciones en Bogotá, Cali, Medellín, Pereira y ciudades fronterizas.  Se sabe que varios 

grupos armados ilegales, incluidos el ELN, Segunda Marquetalia, las FARC-EP y el Clan del 

Golfo, operan en áreas donde las personas vulnerables pueden ser explotadas en la trata de 

personas y otras actividades ilícitas.  Las mujeres, niños, niñas y adolescentes quienes se 

desmilitarizaron y se separaron de los grupos armados ilegales son vulnerables a la trata. 
 


